HURTO AGRAVADO CONTINUADO

RADICACIÓN:     660013104002-2005-00069-01

SINDICADAS:   MARIA XIMENA CASTAÑO VÁSQUEZ

SANDRA MILENA OSPINA BLANDÒN


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, agosto veinticinco de dos mil cinco

                                                               
Aprobado por Acta No. 426

                                     



Hora: 05:30 pm

1.   VISTOS

Procede la Sala a estudiar el recurso de apelación interpuesto y oportunamente sustentado por el defensor de las procesadas MARÍA XIMENA CASTAÑO VÁSQUEZ y SANDRA MILENA OSPINA BLANDÓN, contra la Sentencia Anticipada de fecha dieciocho (18) de mayo de 2005 dictada por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira,  en la que se les impuso condena de veintitrés (23) meses de y diez (10) días de prisión al encontrarlas responsables de la conducta punible de hurto agravado continuado.

Se tiene competencia funcional y no se aprecia irregularidad sustancial que obligue a retrotraer la actuación. 

2.- HECHOS

Fueron dados a conocer mediante denuncia interpuesta en la Sala de Atención al Usuario de la Fiscalía de Pereira por el Ingeniero ORLANDO GIRALDO DÍAS en su calidad de gerente propietario del taller de servicio de la empresa Camperos del Café. Relató que  el veinticuatro (24) de octubre de dos mil dos (2002) al realizarse auditoría en su taller se detectó un faltante por valor de $30.0000.000 y al realizar las averiguaciones respectivas, fue informado por las procesadas que ellas habían aprovechado el fin de mes cuando el sistema era inoperante para recibir dineros de los clientes, los cuales no podían facturar por el cierre; generaban un recibo provisional que luego no registraban. No obstante, aclaró que las denunciadas sólo admitían su compromiso en la cantidad de $16.000.000.

3.- IDENTIDAD

MARÍA JIMENA CATAÑO VÁSQUEZ, nació en Armenia (Qdío.) el día nueve (09) de enero de 1976, es hija de María Guiselly, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 42.119.313 expedida en Pereira, estudios universitarios en Tecnología de Sistemas, se desempeña como secretaria y es soltera. Dijo residir en la Calle 20 No. 19 B 27 de esta ciudad.

SANDRA MILENA OSPINA BLANDÓN, nacida en Bogotá el 21 de julio de 1975, hija de María Irma y José, residente en la Manzana 2 Casa 9 del Barrio Júpiter en Pereira, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 42.168.884 expedida en Pereira, grado de instrucción bachillerato y comercio superior, secretaria, madre de un menor y soltera.

4.-  FORMULACION DE CARGOS
La Fiscalía Veinte Seccional delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, el pasado veintinueve (29) de noviembre de dos mil cuatro (2004) celebró diligencia de aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada con la señorita SANDRA MILENA OSPINA BLANDÓN, donde se le hizo una relación de los elementos de prueba, se le explicó que como consecuencias de tal aceptación, se proferiría en contra de ella una sentencia condenatoria. En presencia de su abogado defensor la procesada aceptó los cargos que se le hicieron por la conducta punible de HURTO AGRAVADO tipificada en el Código Penal, Título VII, Capítulo I, artículos 239, 241 numeral 2, con la circunstancia de AGRAVACIÓN prevista en el último parágrafo del artículo 31. La defensa solicitó la rebaja por la confesión que hizo la procesada y la aceptación de los cargos, y destacó que era persona que no poseía antecedentes penales que pudieran afectar la pena a imponer.

Por su parte, la señorita MARÍA XIMENA CASTAÑO VÁSQUEZ en diligencia con el mismo objeto celebrada el diez (10) de febrero de dos mil cinco (2005) ante la misma delegada de la Fiscalía, también aceptó los cargos que se le formularon por la conducta punible de HURTO AGRAVADO de conformidad con lo dispuesto en los artículos 239 y 241 numeral 2 (aprovecharse de la confianza en ella depositada) del Código de Penas, en la modalidad de concurso homogéneo de conductas, consagrado en el artículo 31 en su parágrafo cuando se refiere al delito continuado. La defensa en tal ocasión, solicitó que al realizar la dosificación punitiva se partiera del mínimo por no registrar antecedentes penales la procesada y se tuviera en cuenta que la señora CASTAÑO VÁSQUEZ siempre estuvo dispuesta a colaborar con la justicia, explicó detalladamente su comportamiento, por lo cual se hacía acreedora a la rebaja por confesión.

Previamente en el mes de septiembre de dos mil tres (2003), ya se había producido la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada por parte de las referidas señoras, sin embargo, no se profirió la decisión pertinente por cuanto el señor Juez de primer grado encontró que en los cargos se había omitido lo concerniente al delito continuado, razón por la cual se decretó la nulidad a partir del acta respectiva. 

5.-  FALLO
El despacho conociente, luego de estudiar las pruebas obrantes en la foliatura concluyó que había certeza de la responsabilidad de las encartadas en el ilícito por el cual fueron investigadas. Para ello, tuvo en cuenta la denuncia y su posterior ampliación, pero fundamentalmente los relatos que sobre la manera en que habían procedido, hicieron las propias procesadas, los cuales consideró como verdaderas confesiones y por tanto, merecedoras de la reducción de pena contemplada para tal situación. Aunado lo anterior a las sendas manifestaciones de aceptación de cargos, permitía proferir la sentencia condenatoria pertinente.

Para imponer la pena, empezó por fijar los límites de acuerdo con la sanción contemplada en el artículo  241 del Código Penal, prisión de dos (2) a seis (6) años. Realizó un aumento de la tercera parte en virtud del delito continuado previsto en el artículo 31. Estableció el ámbito de movilidad y señaló los cuartos así: Mínimo entre 28 y 57 meses, medios de 57 a 116 meses y máximo desde 116 a 144 meses. Por obrar una circunstancia genérica de atenuación punitiva se ubicó en el cuarto mínimo,  se alejó de su extremo inferior y fijó la pena en treinta y seis (36) meses de prisión en razón del daño real ante la defraudación propinada a la empresa que las había contratado.  

Aplicada la disminución correspondiente a la aceptación de los cargos (1/3 parte), y una rebaja adicional de otra sexta (1/6) parte por la confesión hecha, impuso en definitiva veintitrés (23) meses de y diez (10) días de prisión para cada una de las procesadas.

La pena accesoria de inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas, la fijó por el mismo término de la pena principal. Condenó al pago solidario de perjuicios por el valor de $30.392.352 (suma apropiada) y negó por el factor subjetivo la suspensión condicional en la ejecución de la pena al considerar que el pronóstico de las sentenciadas era grave al haberse defraudado a quienes las empleaban y habían depositado en ellas toda su confianza, la cual fue aprovechada para hurtar una considerable suma de dinero sin que se procurara indemnizar o devolver los dineros apropiados.

6.-  IMPUGNACIÓN
El profesional que de manera conjunta asumió la defensa de las procesadas manifiesta su inconformidad con el fallo emitido en lo que respecta con la negación de la suspensión condicional en la ejecución de la pena.

Señala que observa una aparente disconformidad en el criterio del juez, pues de una parte reconoce que desde el punto de vista objetivo se reúnen los requisitos para conceder el subrogado, pero por la otra, al ahondar en el aspecto subjetivo, lo niega. Refuta la calificación dada a la personalidad de sus defendidas, al señalarla de aviesa y torticera, para lo cual manifiesta que ninguna de ellas presenta antecedes judiciales y debe estudiarse si son o no proclives al delito. Por ser su primer delito, merecen una oportunidad de resocializarse.

También disiente de la manera en que se tasaron los perjuicios al no estar debidamente acreditados y que no se debió condenar solidariamente al pago de los mismos, porque ello va en contravía de la individualización de la pena y los perjuicios.

Destacó que no se tuvo en cuenta el comportamiento procesal de las imputadas, personas que desde un principio colaboraron con la justicia, no se mostraron contumaces o renuentes y por el contrario, siempre estuvieron dispuestas a colaborar, pues confesaron y se acogieron a la sentencia anticipada. Estima que el tratamiento intramural no es necesario, habida cuenta que las razones del despacho para negar la concesión del subrogado son subjetivas y no alcanzan a desdibujar sus personalidades, las cuales califica como de estar buscando reconciliación con la justicia.

7.-  Para resolver, SE CONSIDERA
La normatividad penal limita el interés de recurrir cuando el procesado se ha sometido a sentencia anticipada, y consiste en que sólo puede hacerlo el encartado o su defensor, por la dosificación de la pena, los mecanismos de sustitución de la sanción o la extinción de dominio sobre bienes. 

El recurrente ha respetado los parámetros anteriormente descritos y contenidos en el artículo 40 del C.P.P., razón por la cual emprende la Sala el análisis de los planteamientos plasmados en la sustentación del recurso.

Dígase ab initio que la censura que efectúa a la sentencia en lo que hace con los requisitos para la concesión de la suspensión de la ejecución de la pena, que precisamente la normatividad pertinente exige mancomunadamente la satisfacción de las dos condiciones insertas en el artículo 63 de la codificación penal: El factor objetivo, en cuanto la pena impuesta no supere los tres (3) años de prisión, y el subjetivo, que se refiere al estudio que hace el fallador para determinar si de los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado, así como de la gravedad y modalidad de la conducta, se desprende la necesidad de optar por el cumplimiento de la sanción de manera intramural.

El señor Juez de primer grado no hizo cosa diferente a aplicar lo dispuesto en la norma aludida, y consignó que a pesar de verificarse la exigencia en lo que se refería al monto de la pena (veintitrés -23- meses y diez –10- días de prisión), al no darse el otro requisito (personalidad, forma en que se cometió el delito al defraudar a la empresa que les había ofrecido trabajo, entre otros) no se podía conceder el subrogado. Por manera que ninguna contradicción se observa en lo discernido en la providencia sobre este particular tópico.

No obstante lo anterior, debe la Sala alejarse del criterio plasmado en el fallo para exigir el cumplimiento efectivo de la pena impuesta por lo siguiente:

Es cierto que ambas procesadas en su momento, rindieron las respectivas indagatorias y en ellas, reconocieron haberse apropiado de dineros de la empresa para la cual laboraban y solicitaron desde esa ocasión someterse a la sentencia anticipada. Además, una vez se produjo la anulación de la primera diligencia de aceptación de cargos por parte del juzgado del conocimiento, a pesar de saber que la sanción que se les aplicaría sería mayor, por efectos de la inclusión en el pliego de lo atinente al delito continuado; volvieron a aceptar la comisión de la conducta investigada, lo cual sirvió de base para proferirse la sentencia que ahora nos ocupa.

Es verdad, también, que las procesadas han evitado un desgaste innecesario del aparato judicial y que, denotan con su actuación la aceptación de haberse equivocado en su accionar y aceptar la sanción que tal comportamiento anómalo les acarrea; amén de ser, al parecer, su primera ilicitud.

No obstante todo ello, tiene razón el señor Juez cuando advierte que un comportamiento como el descrito, en donde se desfalca a la entidad que les dio trabajo y confianza, en una suma tan considerable ($ 30´392.352.oo), amerita el mayor reproche; pero no sólo eso, sino que en ningún momento han estado dispuestas a retornar ese dinero en todo o en parte, no obstante aceptar la apropiación. En otras palabras, un descaro que no tiene presentación, pues quien se muestra arrepentido da la cara y hace lo que corresponde para reparar el daño.

Tampoco se menciona razón alguna para entender el motivo por el cual obraron de esa manera, simple y llanamente ante la oportunidad de sus empleos hicieron lo propio. No se puede pretender ahora, por tanto, que el delito por ellas cometido sea la mejor vía para un buen negocio, pues bastaría a cualquiera arriesgarse en semejante empresa delictiva y esperar el momento para admitir lo ocurrido ante la Justicia para recibir a cambio un beneficio liberatorio. Una burla semejante no puede patrocinarse.

La consecuencia en tan particulares condiciones tiene que ser otra, pues arrepentirse y no hacer nada por reparar el daño, equivale a una contrición irrisoria, un remedo de arrepentimiento. Hubo acierto por tanto en la negación del subrogado.
En el otro aspecto de la impugnación, no encuentra reparo esta Sala en la forma como se definió en la instancia el asunto de los perjuicios ocasionados a la firma Camperos del Café S. A. con la apropiación de los dineros por parte de las aquí sentenciadas. Es un hecho que las señoras CASTAÑO VÁSQUEZ y OSPINA BLANDÓN admitieron haber actuado de consuno, siendo frecuente que en ambas injuradas se acuda al momento de describir el modus operandi  al término “nosotros”, en una innegable actividad conjunta con el propósito de apropiarse de los dineros que percibían por las reparaciones efectuadas en el taller afectado. Ninguna de las procesadas pudo precisar el monto de lo apropiado de manera individual, por cuanto en su decir, se tomaban cada vez $50.000, $100.000 y otras cantidades menores, las cuales eran cubiertas con otras facturas y así sucesivamente, pero sí aceptaron que participaron mancomunada y simultáneamente en ese proceder ilícito.

El asunto de la tasación de los perjuicios materiales es una consecuencia directa de la aceptación de cargos, donde en concreto se hizo alusión a que la cantidad hurtada ascendió al orden de los $30.392.352, y por esa suma deben responder las procesadas de manera solidaria como acertadamente se mencionó en la sentencia impugnada.

Así las cosas, encontrando razonables los análisis de la sentencia revisada y prudentemente dosificada la pena, se confirmará.

8.-  DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo elucidado, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia  en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, objeto de impugnación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                    VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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